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Viernes, 24 de julio de 2020 6:01 p. m.  SE RECIBE POR CORREO ELECTRONICO ALLEGA CONTESTACION
DEMANDA-SE REENVIA AL JUZGADO…CAMS G481…

De: elkin javier lenis peñuela <ejlp70@yahoo.es>
Enviado: viernes, 24 de julio de 2020 6:01 p. m.
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: ajucomcabogota@gmail.com <ajucomcabogota@gmail.com>; rsmilena <rsmilena@hotmail.com>
Asunto: CONTESTACION DEMANDA MIYER ENRIQUE BAUTISTA DIAZ
 
Señores
JUZGADO 22 ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTA
E.      S.         D.

ASUNTO:                    CONTESTACIÓN DEMANDA

PROCESO:                   2019 - 00264-00
DEMANDANTE:          MIYER ENRIQUE BAUTISTA DIAZ
DEMANDADO:           NACIÓN - MINDEFENSA - FUERZA AÉREA COLOMBIANA Y CREMIL
ACCION:                     NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO.

Por medio del presente me permito presentar la contestación de la demanda de la referencia junto con
anexos y soportes.

Lo anterior para su conocimiento y fines per�nentes

Cordialmente, 

ELKIN JAVIER LENIS PEÑUELA 
Abogado Contra�sta - MINDEFENSA - FUERZA AÉREA COLOMBIANA



 

 

 
 

Señores  
JUZGADO (22) VEINTIDOS ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTA-
SECCION SEGUNDA  
Carrera 57 # 43-91 Piso 5 CAN 
Bogotá D.C. 
admin22bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
 
ASUNTO: CONTESTACION DE DEMANDA   
 
PROCESO   : 2019 – 00264-00 
DEMANDANTE  : MIYER ENRIQUE BAUTISTA DIAZ       
DEMANDADO : NACION-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-FUERZA                                                                                            

AEREA COLOMBIANA Y CAJA DE RETIRO DE LAS 
FUERZAS MILITARES 

MEDIO DE CONTROL : NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
ASUNTO                           : IPC   
  
 
ELKIN JAVIER LENIS PEÑUELA, mayor de edad, domiciliado y residente en la ciudad de 
Bogotá, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 17.343.533 expedida en Villavicencio, 
abogado en ejercicio y portador de la Tarjeta Profesional No.196.207 del Consejo Superior 
de la Judicatura, obrando en calidad de apoderado de la NACIÓN-MINISTERIO DE 
DEFENSA NACIONAL-FUERZA AEREA COLOMBIANA,  en el proceso de la referencia, 
conforme al poder otorgado, doy CONTESTACIÓN a la demanda en los siguientes términos: 
 

I. ANTECEDENTES FÁCTICOS Y NORMATIVOS 
 
El TC. MIYER ENRIQUE BAUTISTA DIAZ, se retira del servicio activo de las Fuerzas 
Militares por SOLICITUD PROPIA, mediante decreto 1486 del 24 de febrero de 2014  
 
La Caja de Retiro de las FF. MM., reconoció asignación de retiro al señor TC.(RA) MIYER 
ENRIQUE BAUTISTA DIAZ de la Fuerza Aérea Colombiana, mediante Resolución 
No.4202 del 12 de mayo de 2014, con efectos a partir del 24 de mayo de 2014, por haber 
acreditado un tiempo de servicio de 21 años 09 meses y 10 días. 
 
Dicho reconocimiento se efectuó de conformidad con las disposiciones legales contenidas 
en el artículos 13 y 14 del Decreto 4433 de 2004 y de acuerdo a lo dispuesto en la hoja de 
servicios militares del actor, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 234 y 235 del 
decreto ley 1211 de 1990. 
 
Con escrito recibido y radicado en esta Entidad, el día 20 de febrero de 2018, el demandante 
solicito la reliquidación de la asignación básica, de los años 1997 a 2004 con base en el 
aumento del I.P.C, al cual se le dio respuesta con oficio de salida, No.20182570131893 del 
22 de febrero de 2018. 

 
 

II. DE LOS HECHOS DE LA DEMANDA 
 

La defensa indica que frente a los hechos no es discutible el ingreso, permanencia, 
ascensos y el derecho al reconocimiento de la asignación de retiro del actor, ahora en lo 
que si se aparta es considerar que existe una omisión histórica por parte del Gobierno 
Nacional de aumentar los sueldos de actividad aplicando un parámetro de no pérdida del 
poder adquisitivo monetario, con base al IPC para los años referidos. Toda vez que existe 
una inobservancia de parte del apoderado en determinar cuáles son las fuentes de orden 
legal de incrementan por una parte las asignaciones básicas en actividad para los miembros 
de las FFMM, y otra la implementada para realizar el reajuste de las asignaciones de retiro 
de los mismos miembros. 

 
 



 

 

 
 

I.1 Son ciertos todos los hechos relacionados con la historia laboral del demandante con 
la Institución.  

 
I.2 Son ciertos todos los hechos relacionados con la petición efectuada a la Institución. 

 
I.3 Son ciertos todos los hechos relacionados con la respuesta dada por la Institución 
que represento.  

 
I.4 En cuanto al resto de los hechos me opongo a todos y cada uno de ellos toda vez que 
se pretende la confesión de lo que es materia de la Litis. 

 
III. DE LAS PRETENSIONES  

 
El demandante solicita en síntesis, las siguientes pretensiones: 

 
PRIMERO: Se declare la nulidad del oficio número 20182570131893 MDN-CGFM-FAC-
COFAC-JENFA-JED-DIPRE-ASEJU-1.10 del 22 de febrero de 2018, mediante el cual 
se dio contestación al derecho de petición, negando la reliquidación solicitada por el 
Demandante. 

 
SEGUNDO: como consecuencia de la anterior nulidad y como restablecimiento del 
derecho del demandante se ordene a Ministerio de Defensa Nacional – Fuerza Aérea y 
CREMIL, el reconocimiento y pago del IPC desde el año 1997 a 2004. 
 
 

 
MANIFIESTO AL DESPACHO QUE ME OPONGO A TODAS Y CADA UNA DE LAS 
PRETENSIONES DE LA PRESENTE DEMANDA, Y A LAS CONDENAS A TÍTULO DE 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, ASÍ COMO A LA CONDENA EN COSTAS Y 
AGENCIAS EN DERECHO, CON FUNDAMENTO EN LOS PRESUPUESTOS FÁCTICOS 
Y JURÍCIOS QUE EXPONDRÉ A CONTINUACIÓN: 

 
IV. RAZONES DE LA DEFENSA 

La Constitución Política de 1991, en su artículo 217 indicó que la Nación tendrá para su 
defensa unas Fuerzas Militares permanentes constituidas por el Ejército, la Armada y la 
Fuerza Aérea. Las Fuerzas Militares tendrán como finalidad primordial la defensa de la 
soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional.  

La Ley determinará el sistema de reemplazos en las Fuerzas Militares, así como los 
ascensos, derechos y obligaciones de sus miembros y el régimen especial de carrera, 
prestacional y disciplinario, que les es propio.  

Consecuente con lo anterior la Constitución Política de 1991 en su artículo 150, 
estableció lo siguiente: 

 
“Artículo 150. Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas 
ejerce las siguientes funciones:   
 
(……….) 

e) Fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de 
los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública;" (subrayado 
fuera de texto) 

Así las cosas, el régimen Salarial y Prestacional de la Fuerzas Pública, es un régimen 
especial que difiere en su aplicación para el reconocimiento y pago, de lo dispuesto por 
el legislador en el Sistema General de Seguridad Social previsto por la ley 100 de 1993 
y demás normas que lo aclaren, adicionen o modifiquen, por lo tanto dicho régimen no 
le es aplicable al personal integrante de la Fuerza Pública, como en forma reiterada lo 
ha señalado insistentemente la Corte Constitucional en diferentes sentencias de acción 



 

 

 
 

de constitucionalidad, (C-890/99, C835/02, C-1032/02 Y C-970/03), entre otras razones 
porque el mismo obedece en primer lugar al querer del legislador primario conforme se 
previó en la Constitución de 1991, basta para ello recordar lo que sobre el particular ha 
expresado en una de sus sentencias la citada Corporación: 

"...Y, de otro lado, estos regímenes tienen además un sustento constitucional expreso, 
ya que la Carta precisa que la ley señalará el régimen prestacional específico de estos 
servidores públicos (CP arts. 217 y 218). Por  ello esta Corporación había 
manifestado que 'fue voluntad del Constituyente que la ley determinara un 
régimen prestacional especial para los miembros de la Fuerza Pública, que 
necesariamente debe responder a las situaciones de orden objetivo y material a 
que da lugar el cumplimiento de sus funciones, en los términos de los arts. 212 
inciso 1 y 218, inciso 1 de la Constitución” (Sentencia C-835/02) 
 
De otra parte y en la misma sentencia, ha dicho la Corte Constitucional que los artículos 
217 y 218 de la Constitución Política de Colombia autorizan expresamente al Legislador 
para determinar el régimen Prestacional de la Fuerza Pública, es así que indicó: 

 
“En desarrollo de esa preceptiva, el artículo 279 de la Ley 100 de 1993 ha señalado 
que el sistema integral de la seguridad social no se aplica a los miembros de la fuerza 
pública: 
 
ARTICULO 279. Excepciones. El Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la 
presente Ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía 
Nacional, ni al personal regido por el Decreto-Ley 1214 de 1990, con excepción de 
aquel que se vincule a partir de la vigencia de la presente Ley, ni a los miembros no 
remunerados de las Corporaciones Públicas 
 
Ahora bien, en concordancia con la política de exclusión de los miembros de la fuerza pública 
del sistema general de seguridad social de la Ley .100, el artículo 150-19 de la Constitución 
Política ha autorizado expresamente al Legislativo para que regule de manera particular el 
régimen de seguridad social a que deben acogerse los primeros.  

 
De las citadas disposiciones se concluye que la Constitución Política admite la existencia de un 
régimen especial de prestaciones sociales exclusivamente dirigido a los miembros de la Fuerza 
Pública y que, por consiguiente, dicho sistema se encuentra regulado por disposiciones 
diferentes a las que constituyen el régimen general de seguridad social previsto en la Ley 100 
de 1993.  

 
Ahora bien, estas disposiciones constitucionales y legales han sido objeto de análisis por parte de 
la Corte Constitucional, corporación que reconoce en dicha distinción un principio de protección 
de los miembros de la fuerza pública que, sin embargo, se encuentra sometido a la libre 
configuración del legislador. 

 
La Corte Constitucional ha señalo también que: 
 
"...las personas vinculadas a los regímenes especiales deben someterse integralmente 
a éstos sin que pueda apelarse a los derechos consagrados en el régimen general. En 
efecto, no es equitativo que una persona se beneficie de un régimen especial, por ser 
éste globalmente superior al sistema general de seguridad social, pero al mismo tiempo 
el usuario pretende que se le extiendan todos los aspectos puntuales en que la 
regulación general sea más benéfica. La Corte ha precisado además que dado que los 
sistemas de seguridad social tanto el general como los regímenes especiales funcionan 
de acuerdo con metodologías propias, además de que confieren prerrogativas diversas 
por razón de las características comunes al grupo humano que se dirigen, no resultará 
legítimo que, para detectar posibles discriminaciones, se los comparará con la misma 
regla o se les aplicaran iguales patrones de confrontación; Sólo si la prestación social 
de la cual se predica la posible discriminación es lo suficientemente autónoma como 
para advertir que ella, en sí misma, constituye una verdadera discriminación respecto 
del régimen general, podría el juez constitucional retirarla del ordenamiento jurídico. 



 

 

 
 

Pero la Corporación ha precisado que solamente podría darse esa circunstancia (a) si 
la prestación es autónoma y separable, lo cual debe ser demostrado claramente (b) la 
ley prevé un beneficio indudablemente inferior para el régimen especial,  y (c) que 
no exista otro beneficio superior en ese régimen especial que compense la 
desigualdad frente al sistema general de seguridad social y que la carencia de 
compensación resulte evidente. (Sentencia C-890 de 1999 M.P. Vladimiro Naranjo 
Mesa) (Resaltado fuera de texto) 

Consecuente con lo anterior es de expresarse que la forma de reajustarse las 
asignaciones de retiro y las pensiones militares, ha sido una constante en Colombia 
conforme al principio de oscilación, basta revisar para ello las normas especiales 
aplicables a los militares y que existen sobre este tema entre otras desde el Decreto 501 
del 04 marzo de 1955, así: "ARTICULO 121.- La asignación de retiro de que trata el 
artículo anterior no se liquidará ni pagará por cantidades fijas, sino en forma oscilante, 
tomando como base las fluctuaciones de las asignaciones de actividad vigentes en todo 
tiempo para cada grado. hasta la última disposición vigente que regula el régimen 
pensional propio de la Fuerza Pública, como lo es el Decreto 4433 de 2004, que se 
expidió en desarrollo de la ley marco 923 de 2004, norma esta última que no permite al 
intérprete aplicar otras disposiciones legales por más que en apariencia parezcan 
favorables. “Artículo 42. Oscilación de la asignación de retiro y de la pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones contempladas en el presente decreto, se 
incrementarán en el mismo porcentaje en que se aumenten las asignaciones en 
actividad para cada grado. En ningún caso las asignaciones de retiro o pensiones serán 
inferiores al salarió mínimo legal mensual vigente. El personal de que trata este decreto, 
o sus beneficiarios no podrán acogerse a normas que regulen ajustes en otros sectores 
de la administración pública, a menos que así lo disponga expresamente la ley. 
"(Resaltado fuera de texto) 

 
El legislador en desarrollo de precisos postulados de la Constitución Política de 1991, 
expidió la ley 4 del 18 de mayo de 1992, ley marco de mayor jerarquía dentro de 
pirámide de Kelsen, mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que 
debe observar el Gobierno Nacional para la fijación del régimen salarial y prestacional 
de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional, de la Fuerza 
Pública y para la fijación de las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales y 
se dictan otras disposiciones de conformidad con lo establecido en el artículo 150, 
numeral 19 , literal e) y f) de la Constitución. 

Esta ley, indico en su artículo 100 que: 

 

"Todo régimen salarial o prestacional que se establezca contraviniendo las 
disposiciones contenidas en la presente Ley o en los decretos que dicte el Gobierno 
Nacional en desarrollo de la misma, carecerá de todo efecto y no creara derechos 
adquiridos (Subrayado fuera de texto original) 

 

La Ley 4a de 1992, por ser una ley marco solo ha sido modificada para el personal 

integrante de la Fuerza Pública en materia de pensiones, por la ley marco 923 del 30 

de Diciembre de 2004, "Mediante la cual  se señalan las normas, objetivos y criterios 

que deberá observar el Gobierno Nacional para la fijación del régimen pensional y de 

asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública de conformidad con lo 

establecido en el artículo 150, numeral 19, literal e) de la Constitución Política.", es 

decir, ninguna otra norma ha podido ni puede modificar este régimen especial en 

materia prestacional, sino se hace con arreglo a la Constitución y a la ley. (Subrayado 

fuera de texto original) 

En desarrollo de lo dispuesto en la Ley 923 de 2004, el Gobierno Nacional expidió el 
Decreto Ley 4433 del 31 de Diciembre del mismo año, el cual reprodujo en idénticas 
condiciones a lo ya existente, la forma de reajustar las asignaciones de retiro y 
pensiones de los miembros de la Fuerza Pública, al expresar en su artículo 42 lo 



 

 

 
 

siguiente:   
 

 
"Artículo 42. Oscilación de la asignación de retiro y de la pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones contempladas en el presente decreto, se 
incrementarán en el mismo porcentaje en que se aumenten las asignaciones 
en actividad para cada arado. En ningún caso las asignaciones de retiro o 
pensiones serán inferiores al salario mínimo legal mensual vigente. El personal 
de que trata este decreto, o sus beneficiarios no podrá acogerse a normas que 
regulen ajustes en otros sectores de la administración pública, a menos que así 
lo disponga expresamente la ley. "(Resaltado fuera de texto) 
 
La figura del IPC, es decir, el Índice de Precios al Consumidor, como fórmula para 
reajustar las pensiones, fue implementada en nuestro sistema jurídico con la aparición 
del sistema General de seguridad social previsto en la ley 100 de 1993, el cual como 
ya se ha anotado no es aplicable tanto al personal de la fuerza pública como al 
personal civil del Ministerio de Defensa Nacional por cuanto el régimen aplicable 
es el contenido en los Decretos  1214, 1211 de 1990 y en desarrollo de lo dispuesto 
en la Ley 923 de 2004, Decreto Ley 4433 del 31 de diciembre de 2004, por lo tanto no 
le es aplicable al personal regido por regímenes especiales, entre otras razones por 
estar exceptuados expresamente de su aplicación como es el caso de los miembros de 
la Fuerza Pública y Personal Civil de la entidad demandada. 

 
Ahora bien, el pretender aplicar la figura del IPC, a las asignaciones de retiro y 
pensiones de los miembros de la Fuerza Pública, y Personal Civil de las FFMM, seria 
desconocer los ordenamientos jurídicos de mayor jerarquía antes indicados y las 
innumerables sentencias de la Corte Constitucional que reconocen entre otros la 
aplicación de los regímenes prestacionales exceptuados, por ser estos más favorables 
en su generalidad sobre el sistema general de seguridad social, aunado al hecho de 
que si se aplicara el IPC, las partidas que constituyen dichas asignaciones o pensiones, 
deberían quedar fija, no siendo aplicable entonces reajustes como el de la prima de 
actividad u otras que se introduzcan en el futuro, toda vez, que no es posible tomar lo 
favorable y desechar lo odioso de la norma, so pretexto de crear una norma especial 
para reajustar las pensiones, basándonos en el principio de igualdad mal interpretada, 
que no le sería aplicable a los demás trabajadores que estén en el sistema general de 
seguridad social. 

 
Por otro lado, se pretende gozar de las ventajas del sistema de seguridad social 
excepcional que contempla el principio de oscilación para los miembros de las FFMM. 
Y para el caso de los Civiles No Uniformados del Ministerio de Defensa Nacional de los 
Decretos que expide el Gobierno Nacional y al mismo tiempo recibir los beneficios del 
sistema general de pensiones, solicitando la aplicación del reajuste de la pensión de 
jubilación con base en el I.P.C., para unos años determinados; al respecto cabe traer a 
colación lo expresado por la Honorable Corte Constitucional: 

 
"...las personas vinculadas a los regímenes especiales deben someterse 
íntegramente a éstos sin que pueda apelarse a los derechos consagrados 
en el régimen general. En efecto, no es equitativo que una persona se 
beneficie de un régimen especial por ser éste globalmente superior al 
sistema general de seguridad social, pero al mismo tiempo el usuario 
pretenda que se le extiendan todos los aspectos puntuales en que la 
regulación general sea más benéfica" Sentencia T-348 de 1997. MP 
Eduardo Cifuentes Muñoz (subrayado fuera del texto original) 

 

 Los aumentos de la asignación de retiro del personal de las FFMM, como al personal 
civil del Ministerio de Defensa Nacional fueron realizados según las disposiciones legales 
vigentes de conformidad con los decretos que anualmente expide el gobierno para fijar los 
sueldos básicos del personal en servicio activo de la Fuerza Pública. 
 

 En relación con las pensiones se aplica el principio de oscilación el cual dispone que las 



 

 

 
 

asignaciones de retiro y las pensiones de jubilación se liquidan tomando en cuenta las 
variaciones que en todo tiempo introduzcan en las asignaciones del personal en actividad para 
cada grado. (Decreto 1214, 1211, de 1990 y Decreto 4433 de 2004). 
 

 No debe aplicarse a la parte demandante los artículos 14 y 142 de la Ley 100 de 1993, 
con fundamento en la Ley 238 de 1995 que adicionó el artículo 279 de dicha ley y en presencia 
de la Ley 4ª de 1992 que es una ley marco. 
 

 Tanto el personal de las FFMM, como el personal civil del Ministerio de Defensa 
Nacional, se encuentran dentro del régimen especial diferente de los ciudadanos  regulados por 
la Ley 100/93, como quiera que ostentan dentro de su salario y prestaciones partidas que no son 
del común de prestaciones recibidas por el resto de personas, razón por la cual el aumento de 
la pensión de jubilación, asignación de retiro, etc., decretados por el gobierno nacional no viola 
el principio de igualdad ni de favorabilidad.  
 

La parte actora, indica que mediante Resolución N°1486 del 24 de febrero de 2014 
expedida por el Ministerio de Defensa Nacional, se RETIRÓ del servicio activo de las 
fuerzas militares al Señor Teniente Coronel de la fuerza aérea colombiana MIYER 
ENRIQUE BAUTISTA DIAZ. 

 
Conforme a lo anteriormente expuesto, se tiene que el actor, fue retirado de la 
actividad militar por SOLICITUD PROPIA, dado de baja efectiva el 24 de febrero de 
2014 con el grado de Coronel de la fuerza aérea colombiana, reconociéndole una 
asignación de retiro a partir del 24 de mayo de 2014. Ante lo cual el reajuste bajó la 
fórmula del IPC no opera para ajustar asignaciones básicas del personal en actividad. 

 
Para tal efecto se trae a colación la norma que regula el reajuste de las asignaciones 
de retiro y/o pensiones de invalidez, del personal de las FFMM. 

 
Decreto 1211 de 1990 Art. 118. REAJUSTE DE PENSIONES. 

 
Las pensiones de jubilación, invalidez, vejez y por aportes y las que se otorguen a los 
beneficiarios de los empleados públicos del Ministerio de Defensa y de la Policía 
Nacional conforme a este Estatuto, serán reajustadas de oficio cada vez y con el 
mismo porcentaje en que sea incrementado por el Gobierno el salario mínimo legal 
mensual. 

 
PARAGRAFO. Este reajuste tendrá vigencia simultánea a la que se fija para el salario 
mínimo. 

 
Para adquirir el derecho a pensión de jubilación deberá acreditar veinte (20) años de 
servicio continuo, el cual será reconocido a partir de la fecha de retiro sin ser inferior 
a un salario mínimo legal mensual vigente, y no podrá exceder de 15 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, la mesada pensional reconocida será reajustada de oficio 
anualmente de conformidad con el incremento que se fije para el salario mínimo. 

 
Queda demostrado que el demandante estuvo vinculado al Ministerio de Defensa 
Nacional – Fuerza Aérea Colombiana.  

 
De lo anterior, se analiza que las pretensiones reclamadas por la parte actora, no deben 
prosperar en la presente Litis, teniendo en cuenta que con la entrada en vigencia la Ley 
100 de 1993 dispuso en su artículo 279 lo siguiente: 
 
ARTICULO.  279.-Excepciones. El sistema integral de seguridad social 
contenido en la presente ley no se aplica a los miembros de las fuerzas 
militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido por el Decreto Ley 
1211 de 1990, con excepción de aquél que se vincule a partir de la vigencia 
de la presente ley, ni a los miembros no remunerados de las 
corporaciones públicas. 
 



 

 

 
 

Así las cosas, es pertinente hacer referencia a la sentencia C-592/14, de la H. Corte 
Constitucional, mediante la cual se realizó un análisis de la aplicabilidad del 
Decreto 1214, 1211 de 1990, al no proceder la favorabilidad de la Ley 100 de 1993 
a los civiles de Ministerio de Defensa regidos por el Decreto especial, refiriéndose 
así: 

 
“El artículo 279 de la Ley 100 de 1993 dispone que el sistema integral de 
seguridad social es inaplicable a los miembros de la fuerza pública. (...) 
 
 El fundamento jurídico de esta excepción al régimen general de seguridad 
social, reside en que el constituyente previó sistemas especiales que atienden 
la naturaleza, condiciones y contingencias propias de determinadas 
actividades laborales, frente a los cuales de manera reiterada, la Corte ha 
señalado que la existencia de tales regímenes especiales en seguridad 
social per se no quebranta el derecho a la igualdad: 
 
  “Por lo tanto, fue voluntad del Constituyente que la ley determinara un 
régimen prestacional especial para los miembros de la Fuerza Pública, que 
necesariamente debe responder a las situaciones de orden objetivo y material 
a que da lugar el cumplimiento de sus funciones, en los términos de los arts. 
217, inciso 1 y 218, inciso 1 de la Constitución. Jurídicamente las referidas 
normas explicarían la coexistencia de los regímenes prestacionales 
especiales para los miembros de la Fuerza Pública y el personal civil. Este 
distinto tratamiento ha sido tradicional en la legislación. (…)” 
 
De igual forma, la Sala Plena debe resaltar, que en la citada Sentencia C-369 
de 2004, la Corte se pronunció en torno a la inequidad que se produce cuando 
las personas pertenecientes a un régimen especial, pretenden que se les 
apliquen solamente aquellas reglas que resultan más benéficas del régimen 
general:  “Y por ello esta Corporación ha señalado con claridad que quienes 
se encuentren adscritos a un régimen especial de seguridad social, 
están obligados a someterse plenamente a su normatividad, sin que 
resulte válido reclamar la aplicación de los derechos y garantías reconocidas 
para el régimen común, pues no es equitativo que una persona se beneficie 
de un régimen especial, por ser éste globalmente superior al sistema general 
de seguridad social, pero que al mismo tiempo pretenda que se le extiendan 
todos los aspectos puntuales en que la regulación general sea más benéfica. 
(...) 
... tanto para los beneficiarios del Sistema General de Seguridad Social, como 
para los beneficiarios del régimen prestacional que se rige por los Decretos 
1211, 1212, 1213, y 1214 de 1990, la Corte constata que las normas disponen 
tratamientos diferentes no susceptibles de considerarse discriminatorios, 
ya que la divergencia de trato se encuentra constitucionalmente justificada y 
no puede analizarse a la luz de los preceptos de la Ley 100 de 1993, toda vez 
que el régimen especial demandado establece prestaciones diversas, que en 
su conjunto son más favorables para los servidores y beneficiarios de dicho 
régimen.(...)” 

 
El anterior argumento de la H. Corte Constitucional ha sido reiterativo, de tal manera 
que no hay lugar a aplicar al demandante Ley 100 de 1993 por cuanto su régimen es 
que contempla el Decreto 1214 de 1990. 

 
Del estudio normativo y jurisprudencial arriba señalado, se reitera para el caso sub 
judice, no se logra desvirtuar ningún tipo de falsa motivación que pretende la parte 
actora en obtener en virtud de la declaratoria de nulidad de los actos administrativos 
sometidos a control judicial en aras de obtener la declaratoria de nulidad derivado de la 
respuesta al derecho petición elevado ante el MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-
FUERZA AEREA COLOMBIANA, a través del cual solicita el reconocimiento, 
reliquidación y pago del reajuste de la asignación básica en actividad, y en 
consecuencia el pago de las diferencias resultantes y que están deban ser aplicadas a 



 

 

 
 

la asignación de retiro de la parte actora resultantes de la diferencia económica dejada 
de percibir, con su respectiva indexación que en derecho se pretende entre lo dejado 
de cancelar en virtud de la reliquidación y reajuste ordenado en la Ley 100 de 1993 Art, 
14 y 142 , respectivamente.  

 
Ahora respecto de la aplicación del Art. 14 de la Ley 100 de 1993, veamos como lo 
estableció el legislador: 

 
ARTÍCULO 14. REAJUSTE DE PENSIONES. <Aparte subrayado 
condicionalmente EXEQUIBLE> Con el objeto de que las pensiones de vejez 
o de jubilación, de invalidez y de sustitución o sobreviviente, en cualquiera de 
los dos regímenes del sistema general de pensiones, mantengan su poder 
adquisitivo constante, se reajustarán anualmente de oficio, el primero de 
enero de cada año, según la variación porcentual del Índice de Precios al 
Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior. No 
obstante, las pensiones cuyo monto mensual sea igual al salario mínimo legal 
mensual vigente, serán reajustadas de oficio cada vez y con el mismo 
porcentaje en que se incremente dicho salario por el Gobierno. 

 
Conforme lo prevé el ordenamiento de la ley 100 de 1993, no es pasible reajustar la 
base salarial o asignación básica del demandante para los años de 1997, 1999, 2001, 
2002, 2003 y 2004 hasta la fecha con base en el IPC, como quiera que es de mencionar 
que el actor MIYER ENRIQUE BAUTISTA DIAZ, se encontraba activo para las fechas 
en la cuales reclama el reajuste de la asignación básica y esta solo aplica para la 
asignación de retiro. 

 
En pronunciamiento del Consejo de Estado Sección Segunda – Subsección B, 
Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE, en Sentencia de fecha 15 de 
noviembre de 2012, con radicado 25000-23—25-0002010-00511-01, actor CAMPO 
ELIAS AHUMADA CONTRERAS, entre sus apartes manifestó:   “ASIGNACION DE 
RETIRO – Evolución jurisprudencial. Límite temporal del reajuste con base en el índice de 
precios al consumidor. Aplicación hasta el 31 de diciembre de 2004. Principio de oscilación. 
Estima la Sala que como se ha venido sosteniendo de tiempo atrás el correcto entendimiento 
del problema jurídico que se suscita en torno al reajuste de las asignaciones de retiro del 
personal de la Fuerza Pública, con fundamento en la variación porcentual del índice de 
precios al consumidor, IPC, y la solución que ha planteado la Sala de manera consistente y 
uniforme, a partir de la sentencia de 17 de mayo de 2007, consiste en precisar, que los 
miembros de la Fuerza Pública tienen derecho al reajuste de su asignación de retiro, 
anualmente, y que en virtud de lo dispuesto en la Ley 238 de 2005 ese reajuste para los 
años 1997, 1999, 2000, 2001, 2002, 2003 y 2004 tuvo lugar de conformidad con el índice de 
precios al consumidor, IPC, en tanto resultaba más favorable que el establecido por el 
gobierno nacional, en aplicación del principio de oscilación, que como resulta lógico, dicho 
incremento incidió positivamente en la base de la referida prestación, esto es 
incrementándola. Que a partir de la entrada en vigencia del Decreto 4433 de 31 de diciembre 
de 2004, el reajuste ya no se haría más de conformidad con el índice de precios al 
consumidor, IPC, sino con aplicación del principio de oscilación, previsto en el artículo 42 
del citado Decreto, pero que en todo caso, la base de la asignación de retiro a 31 de 
diciembre de 2004 debe contemplar el reajuste que en el pasado se ordenó con fundamento 
en fundamento la variación porcentual del índice de precios al consumidor, IPC, respecto de 
los años 1997, 1999, 2000, 2001, 2002, 2003 y 2004”  
 
 

V. CONCLUSION 
 

En conclusión la ley 238 del 26 de diciembre de 1995, que modifica el artículo 279 de la 
ley 100 de 1993, con la cual se introdujo el parágrafo 4 que señalo:  “Las excepciones 
consagradas en el presente artículo no implican negación de los beneficios y derechos 
determinados en los artículos 14 y 142 de esta ley para los pensionados de los sectores 
aquí contemplados", no modificó ni podía modificar los artículos 217 y 218 de la 
Constitución, así como el artículo 150 de la misma y menos aún la Ley 4 de 1992, que se 



 

 

 
 

encontraba vigente en materia salarial y prestacional de los miembros de la Fuerza 
Pública, por ser esta una ley ordinaria de menor jerarquía a las que señalan que el 
personal de la Fuerza Pública tendrá un régimen Prestacional propio.  

 
Fíjese Señor(a) Juez que el legislador estableció en esta excepción que únicamente es 
para PENSIONADOS y no para reajuste de la asignación básica en actividad.   

 
PETICIÓN PRINCIPAL DEL MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-FUERZA AEREA 
COLOMBIANA 

 
De conformidad con los argumentos que se plantearan en esta contestación, solicitamos 
se nieguen las pretensiones de la demanda, como quiera que para el caso en concreto 
la parte actora, es destinataria del régimen especial establecido en  el Decreto 1211 de 
1990 y el Decreto 4433 de 2004 , como quiera que el ordenamiento jurídico con el cual 
se consolido el derecho de la parte actora, incrementa asignación de básica, conforme a 
los Decretos anuales que expide el Gobierno Nacional, por lo tanto solicito a su H. 
Despacho se sirva denegar las suplicas de la demanda. 

 
 

             VI. EXCEPCIONES DE MÉRITO 
 

NO CONFIGURACIÓN DE FALSA MOTIVACIÓN EN LAS ACTUACIONES DE LA 
NACION-MINISTERIO DE DEFENSA- FUERZA AEREA COLOMBIANA 

 
Sobre el particular cabe resaltar que las actuaciones realizadas por la NACION-MINISTERIO 
DE DEFENSA- FUERZA AEREA COLOMBIANA, se ajustan a las normas vigentes 
aplicables a los miembros de las Fuerzas Militares; en consecuencia, estas actuaciones no 
se enmarcan dentro de ninguna de las causales de nulidad y por ende no se encuentran 
viciadas de – FALSA MOTIVACIÓN, para lo cual es oportuno realizar las siguientes 
consideraciones: 
 
En primer lugar, el Honorable Consejo de Estado, SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, SECCION SEGUNDA -SUBSECCION "A", en SENTENCIA Nº 10051 
DE 1998, del 19 de marzo de 1998, CONSEJERA PONENTE: DOCTORA CLARA FORERO 
DE CASTRO, así: 
 
“...La falsa motivación se configura cuando para fundamentar el acto se dan razones 
engañosas, simuladas, contrarias a la realidad. La motivación de un acto implica que la 
manifestación de la administración tiene una causa que la justifica, y ella debe obedecer a 
criterios de legalidad, certeza de los hechos, debida calificación jurídica y apreciación 
razonable. (...)” 
 
En el caso bajo estudio, la Entidad ha actuado con apego a la ley y los actos administrativos 
expedidos se encuentran amparados bajo la presunción de legalidad, motivo suficiente para 
desestimar las suplicas de la demanda.  
 

VII. PRESCRIPCION 
 
Al respecto solicito al Despacho se declare la prescripción de las mesadas, de conformidad con 
la sentencia del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
Subsección B, Consejero Ponente: DR. VÍCTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA, 29 de 
noviembre de 2012, Expediente No. 250002325000201100710 01, No. INTERNO: 1651-2012, 
Actor: NHORA FRANCO DE BELTRÁN.  
 
“(…), es claro que el término prescriptivo aplicable a asuntos en los que se aborde el 
reconocimiento de la referida prerrogativa es el establecido en los Decretos 1211 y 1212 de 
1990, no el que se refiere en el Decreto 4433 de 2004, sobre el cual, incluso, se ha aplicado en 
algunas oportunidades la excepción de ilegalidad.  
 



 

 

 
 

En consecuencia, con todo respeto solicito a este Honorable Despacho, declarar probada la 
excepción. 
 

VIII. COSTAS PROCESALES Y AGENCIAS EN DERECHO 
 
Tal como lo ha definido la jurisprudencia, las costas procesales, son aquellos gastos que se 
deben sufragar en el trámite de un proceso y éstas se componen de expensas y agencias en 
derecho. Las expensas son las erogaciones distintas al pago de los honorarios del abogado, 
como el valor de las notificaciones, los honorarios de los peritos, los impuestos de timbre, 
copias, registros, pólizas, entre otras, mientras que las agencias en derecho, sí corresponden a 
los gastos u honorarios del abogado, que el Juez reconoce discrecionalmente a favor de la parte 
vencedora atendiendo a los criterios sentados en el numeral 3° del artículo 393 del C.P.C. 
(Consejo de Estado, Sección Cuarta, sentencia del 5 de octubre de 2001, Exp.12425). 
 
Corolario de lo anterior, es pertinente traer a colación lo establecido en el artículo 188 de la ley 
1437 de 2011 la cual indica: 
 
Artículo 188. Condena en costas. Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la 
sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las 
normas del Código de Procedimiento Civil. 
 
Así las cosas, la nueva legislación faculta al juez para decidir sobre las costas y remite a las 
normas de procedimiento civil, normas que actualmente están consignadas en el artículo 365 del 
Código General del Proceso que señala en sus incisos 5 y 8, lo siguiente: 
 
  Artículo 365. Condena en costas. 
En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos en que haya controversia la 
condena en costas se sujetará a las siguientes reglas:  
(…) 5. En caso de que prospere parcialmente la demanda, el juez podrá abstenerse de condenar 
en costas o pronunciar condena parcial, expresando los fundamentos de su decisión.  
8. Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la medida 
de su comprobación. 
  
Lo anterior quiere decir que en materia de lo Contencioso Administrativo, la condenación en costas 
se rige por un concepto objetivo, en el cual se debe verificar la prosperidad de las pretensiones. 
 
Aunado a lo anterior, la Entidad, no ha realizado actos dilatorios, ni temerarios ni encaminados a 
perturbar el procedimiento. 
 
Solicito comedidamente al Honorable Despacho, analizar en conjunto las actuaciones de la 
Entidad y el mérito de la condena en costas. 
 
                                                                 IX. PRUEBAS 
 
De conformidad con el parágrafo 1º. Del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011 esta Entidad 
pública demandada allega copia del expediente administrativo en lo que se refiere a los 
antecedentes que dieron origen a la controversia, además de los siguientes documentos:  
 
•       Copia de la Hoja de Vida del TC. MIYER ENRIQUE BAUTISTA DIAZ. 
•       Copia del Decreto 1486 del 24 de febrero de 2014, por el cual se retira del servicio activo al 
Militar.  
•        Copia del Decreto 12767 del 25 de noviembre de 1994, por el cual se asciende a un personal 
de alumnos al grado de oficial. 
•        Certificación del Subdirector de nómina y prestaciones de la Fuerza Aérea Colombiana de 
fecha 02 de junio de 2020. 
•        Copia del Oficio 2018-194-002997-2 por el cual el demandante TC. MIYER ENRIQUE 
BAUTISTA DIAZ, solicita el reajuste de salario de los años 1997 al 2004. 
•         Copia de la Respuesta del Derecho de Petición por parte del Jefe de Desarrollo Humano 
de la Fuerza Aérea Colombiana de fecha 22 de febrero de 2018. 
 



 

 

 
 

Así mismo, me permito indicarle al Despacho de la manera más respetuosa que el expediente 
administrativo del militar lo conforman varios cuadernillos, entre ellos: correspondencia, 
embargos, cumplimiento de sentencias (por diferentes asuntos), subsidio familiar, etc., por lo que 
no se remite la totalidad del mismo, por considerar que no constituyen una prueba conducente y 
pertinente dentro de esta causa en tanto que sí se generan costos a cargo del erario público.  
 
No obstante lo anterior, si el señor Juez considera que se debe aportar la totalidad de los 
cuadernillos que conforman el expediente administrativo del militar en forma inmediata esta 
defensa estará presta a atender su solicitud. 

 
X. NOTIFICACIONES 

 
Las recibiré en la Secretaría de su despacho o en la Carrera 10 No 26-71 residencias 
Tequendama torre sur piso 7–Grupo Contencioso Constitucional del Ministerio de Defensa 
Nacional, ó al correo electrónico Elkin.lenis@mindefensa.gov.co - 
notificaciones.bogota@mindefensa.gov.co 
 

XI. PERSONERÍA 
 

Sírvase Señor(a) Juez, reconocerme personería en los términos del poder otorgado. 
 
Cordialmente, 
 
 
ELKIN JAVIER LENIS PEÑUELA  
C.C. 17.343.533 de Villavicencio 
T.P. 196.207 del C.S. de la J. 
 
Anexo (    ) 

mailto:Elkin.lenis@mindefensa.gov.co
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FÚERZA AÉREA COLOMBIANA  

DIRECCIÓN DE NÓMINA Y PRESTACIONES SOCIALES 

SUBDIRECCION NÓMINA 

CERTIFICA 

En mi calidad de Subdirector de Nómina, certificó los valores y porcentajes en el cual 
incrementó el monto básico salarial con la respectiva norma que le aplica para el señor 
Teniente Coronel (RA). MIYER ENRIQUE BAUTISTA DIAZ identificado con C.C. 
79.619.180, correspondiente a los siguientes lapsos: 
 
 

AÑO GRADO SUELDO BASICO % DECRETO FECHA

1997 ST 472.036,00            19,80 122 16/01/97

1998 TE 642.178,00            23,97 58 10/01/98

1999 TE 737.928,00            14,91 62 08/01/99

2000 TE 806.039,00            9,23 2724 27/12/00

2001 TE 851.660,00            5,66 2737 17/02/01

2002 CT 1.025.563,00         4,96 745 17/04/02

2003 CT 1.086.176,00         5,91 3552 10/12/03

2004 CT 1.142.876,00         5,22 4158 10/12/04  
 

Se expide a los 02 días del mes de junio de 2020. 

 

 

 

 

 
Teniente Coronel FERNANDO APARICIO CABRERA 

Subdirector Nómina 
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